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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jorge Gandini. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Carlos Cardoso, Oscar Groba, Gonzalo Mujica, Pablo Pérez 
González, Susana Pereyra, Ana Lía Piñeyrúa, Iván Posada, Alejandro Sánchez y Richard 
Sander. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Pablo D. Abdala y Alfredo Asti. 


INVITADOS: Por el Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay: contadores 
Luis González Ríos, Presidente; Selio Zak, Vicepresidente; Cosme Correa, Presidente de la 
Comisión Técnica Sociedades y Entidades Jurídicas. 


Doctor Carlos Loaiza Kell. 


SEÑOR PRESIDENTE (Gandini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Antes de iniciar la entrevista con la delegación, quiero dar cuenta de dos asuntos. 


La Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay, primera delegación que íbamos a recibir hoy a la 
hora 10 y 15, se excusó por no poder asistir, ya que el Consejo de Cámaras de Comercio del MERCOSUR, 
con carácter urgente, se reunió en su sede, este mismo día y a esta hora. La delegación no pudo comparecer 
aunque es de su interés participar de esta Comisión, por lo que solicita ser recibida otro día. 


Por otra parte, ha llegado un trabajo realizado por el Instituto de Derecho Comercial de la UDELAR, firmado 
por quienes comparecieron a esta Comisión, el doctor Ricardo Olivera García y la doctora Alicia Ferrer 
Montenegro, que contiene las modificaciones a los artículos 16 y 17 -tal como habíamos solicitado- y, 
además, una versión del proyecto con algunos comentarios y modificaciones sugeridas, realizadas sobre la 
versión que enviamos. Distribuiremos este material -si es posible con las indicaciones en color- a todos los 
señores Diputados integrantes de la Comisión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación del Colegio de Contadores, Economistas y 
Administradores del Uruguay, integrada por su Presidente, contador Luis González Ríos; su Vicepresidente, 


contador Selio Zak y por el Presidente de la Comisión Técnica Sociedades y Entidades Jurídicas, contador 
Cosme Correa. Esta delegación solicitó entrevista a la Comisión para referirse al proyecto de ley sobre el 
registro de títulos al portador. 


La delegación nos acercó un material que distribuiremos entre los integrantes de la Comisión, además de un 
"pendrive" y una carta. 


Damos la palabra al Presidente para que se refiera al tema. 
SEÑOR GONZÁLEZ RÍOS.- Agradecemos por ser recibidos en esta Comisión. 


¿Por qué entendimos importante que el Colegio de Contadores estuviera presente en esta instancia, 
realizando algunos aportes sobre este proyecto de ley? Porque, indudablemente, los contadores somos uno de 
los actores principales en el relacionamiento entre los accionistas y la gran cantidad de empresas que se ven 
involucradas en este proyecto. Seguramente, los contadores seremos los que tendremos que asesorar a las 
empresas y a los accionistas en cuanto a lo que resulte de esta ley y los que mayoritariamente tendremos el 
peso de todo aquello que corresponde a la tramitación y a la forma de hacer cumplir estas disposiciones. 


El interés del Colegio es defender el ámbito de la actuación de los profesionales y prevenir sobre la 
incidencia que va a tener en los clientes este proyecto, así como en la sociedad toda. Todos los aportes y las 
consideraciones que hace el Colegio son estrictamente de carácter técnico. No se hace ningún tipo de 
consideración -cosa que no corresponde- de carácter político. 


¿Cómo se ha instrumentado nuestra intervención? Se ha hecho una redacción alternativa al proyecto. No se 
trata de un nuevo proyecto, sino que sobre el que está a estudio de la Comisión se ha realizado una serie de 
observaciones. En la parte resaltada en color rojo, se observan comentarios al margen para que se pueda 
seguir la exposición. El repartido contiene el texto con las modificaciones propuestas. 


Hay tres grandes áreas en las cuales se ha basado este trabajo. Por un lado, atendiendo a la finalidad de la 
norma y al enorme volumen de empresas involucradas, hay una serie de casos que para la práctica 
profesional son mucho más fáciles de advertir que a nivel general. Por otro lado, tenemos coincidencias con 
otros actores que nos han precedido en el uso de la palabra en esta Comisión, que refieren a las atribuciones 
que se da a la Dirección General Impositiva. Por último, en algunos casos se ha tratado de afinar la redacción, 
haciendo mención a determinados artículos o, por lo menos, al significado de una serie de términos que son 
muy técnicos y que a veces pueden dar lugar a que haya más de una interpretación. La idea es que cuando 
esta ley se promulgue no haya más de una interpretación sobre un artículo. 


SEÑOR CORREA.- El Presidente del Colegio ha explicado las motivaciones principales, por lo que voy 
a hablar de los aspectos específicos. 


En primer lugar, el Colegio tiene suma preocupación por un aspecto que no ha sido suficientemente 
destacado, que es el enorme volumen de entidades, de empresas, de sociedades, que están involucradas en 
este proyecto. El otro día se habló de una cifra relativa a cien mil sociedades anónimas. Tal vez puedan ser 
menos, pero estamos hablando de varias decenas de miles de sociedades anónimas. Debemos tener en cuenta 
que durante mucho tiempo en Uruguay se constituían dos mil, tres mil o cuatro mil sociedades por año y la 
enorme mayoría de ellas -como es conocido en nuestro régimen jurídico- al portador. Eso, a nuestro juicio, va 
a implicar un desborde de la mayoría de los ámbitos en los que está previsto este registro. 


En segundo término, ese mismo número de entidades va a implicar un gran movimiento en torno a este tema, 
lo que desde ya plantea un enorme problema de plazos. Nos preocupa enormemente todo lo que tiene que ver 
con los plazos de implementación de este registro, como lo que refiere a un plazo inicial. Entendemos que 
debería haber un plazo muy prudencial para que las entidades tuvieran tiempo de prepararse a partir de la 
divulgación y del conocimiento de la normativa. Véanse algunos aspectos eminentemente prácticos. Dado 
que este registro de las sociedades al portador va a alcanzar tan alto número de entidades, incluirá, no solo 
aquellas grandes a las que les resulta relativamente fácil el cumplimiento, sino también a las chicas por las 
que estamos muy preocupados; lo estamos, por ejemplo, por aquellas que tienen accionistas por vía de una 
sucesión, que son hijos de los emprendedores y que hoy están radicados en Australia, en Estados Unidos o en 
cualquier otra parte. Para algunas empresas les va a resultar extremadamente difícil hacerse del conocimiento 


de la obligación que el proyecto de ley les impone de presentarse ante la entidad, declarar su carácter de 
accionistas, su participación en la sociedad, para que luego la sociedad pueda volcarlo al registro. 


De manera que nosotros nos hemos permitido -en general, ese es el modo en que el Colegio ha entendido 
efectiva su contribución- proponer redacciones alternativas, a efectos de que el establecimiento de 
modificaciones al proyecto sea explícito, concreto y no dé lugar a mayores explicaciones. 


Un primer aspecto sumamente importante para nuestra práctica profesional y lo que entendemos es una 
contribución sustantiva al verdadero y eficaz funcionamiento del régimen, es que exista un período inicial 
durante el cual las entidades puedan adecuarse a un régimen diferente. Vemos que en el espíritu del proyecto 
de ley hay una ida, un favorecimiento, hacia la nominativización. Pues bien, si hay -como existe en algún 
artículo específico; ya nos vamos a referir a ello- medidas tendientes a la nominativización, a favorecerla, 
entendemos que debería haber un plazo inicial suficientemente amplio antes de que el registro empezara a 
regir en forma efectiva, para que todas aquellas sociedades que quieran nominativizarse voluntariamente, 
puedan hacerlo, sin tener que pasar por el mecanismo de la exclusión del registro, que está previsto en la ley. 
El proyecto de ley prevé que aquellas entidades que se nominativicen en determinado momento, pueden 
proceder en cuanto a la exclusión. Nos parecería de una ineficiencia social tremenda -recordemos que 
estamos hablando de decenas de miles de sociedades- que alguien tenga que inscribirse y recoger todas las 
declaraciones previas de esos accionistas que, en algunos casos, estarán muy concentrados y, en otros, muy 
dispersos. Luego, nos vamos a referir a algunos aspectos de identificación. No es tan sencillo ni tan lineal 
identificar en todos los casos quiénes son los propietarios. Recordemos, por ejemplo, sucesiones indivisas en 
que hay que establecer mecanismos para identificar quiénes son los accionistas obligados en esas hipótesis, 
acciones poseídas en condominio, muchas veces a consecuencia de la no partición de sucesiones y otras 
razones por las cuales las acciones son poseídas en condominio, etcétera. 


En la misma línea de cumplir los objetivos que el proyecto de ley propone, entendemos de esencial 
importancia algo que el Presidente de la Comisión mencionó. Me refiero al artículo 16, que tiene que ver con 
el procedimiento especial para nominativizar. Nos alegra enormemente esta posibilidad -no conocemos cuál 
ha sido el aporte del Instituto de Derecho Comercial, pero descartamos que va a estar en una línea muy 
similar a la que vamos a proponer a continuación-, y nos parece medular el aporte del Colegio en la visión 
que puedan tener en este aspecto. Consideramos que si efectivamente se quiere promover la nominativización 
no puede irse por el mecanismo actualmente previsto. Lo que de alguna manera se pretende que sea un 
mecanismo especial para la rapidez del procedimiento, tal cual está redactado mucho nos tememos que no 
tendrá nada de especial ni rápido. La ley de sociedades ya prevé mecanismos -como los de sus artículos 112 y 
284- por los que en determinadas situaciones se pueden hacer modificaciones estatutarias que no 
necesariamente pasen por el control y la conformidad administrativa previa de la Auditoría Interna de la 
Nación. Este es un aspecto que desde el punto de vista del funcionamiento del Estado, en general, debe 
tenerse especialmente en cuenta. La Auditoría Interna de la Nación es un organismo que, a nuestro juicio, hoy 
no tiene la estructura, los recursos ni la organización suficientes como para atender, en primer lugar, una alta 
demanda que entendemos absolutamente voluntaria de parte de las entidades que con o sin mecanismo 
especial establecido en la ley, se van a presentar a cambiar sus estatutos para hacer sus acciones nominativas. 
Pero si además eso se pretende promover, debiera irse por un mecanismo que no pase originalmente por la 
Auditoría Interna de la Nación. 


Reitero que no estamos innovando en nada porque la ley prevé mecanismos, por ejemplo, para el caso del 
aumento del capital, lo que figura en el artículo 284 de la Ley N* 16.060, y también para ciertos casos de 
transformaciones -según el artículo 112-, por lo que se puede obviar la participación previa del organismo 
estatal de control e ir directamente al registro y publicar. Entendemos que si se da un plazo suficientemente 
extenso al comienzo y se admite un mecanismo de "fast track" -como se ha dicho en algún momento- para 
que las sociedades puedan presentarse al registro de comercio y quedar nominativizadas con la publicación, 
eso va a ahorrar enorme cantidad de tiempo a las empresas y al órgano estatal de control. 


El tercer aspecto en el que el Colegio tiene algún aporte muy específico para hacer, refiere a un caso un tanto 
particular. Se trata de una situación que se da en la práctica, aunque no tiene por qué ser demasiado conocida, 
y es que hay centenares de sociedades que objetivamente han liquidado su actividad y han distribuido la 
totalidad de su patrimonio, pero no han culminado todos los trámites que conlleva el procedimiento legal que 
implica la solicitud al Registro Nacional de Comercio de su exclusión como persona jurídica. Por tanto, la 
realidad objetiva es que hoy encontramos que hay una enorme cantidad de sociedades que mantienen su 


personería jurídica pero no existen en la realidad material. Entendemos que debería buscarse algún 
mecanismo para que ese tipo de entidades no queden obligadas a una inscripción que sería absolutamente 
inocua, intrascendente y sin sentido práctico, porque habría accionistas que deberían declarar que, en 
realidad, no tienen acciones. Reitero que esta es una situación un tanto peculiar de nuestro funcionamiento 
real, pero hay centenares de sociedades que han liquidado su patrimonio, han entregado el remanente de la 
liquidación a sus accionistas, y no lo han terminado de comunicar, a veces por los plazos que conlleva la 
obtención de certificados o tramitaciones previas que esto requiere. Consideramos que no se estaría alterando 
en nada el espíritu de la norma si aquellos que efectivamente detentan participaciones patrimoniales con 
contenido real son inscriptos en el registro correspondiente. 


Por último, dentro de este aspecto de favorecer las finalidades de la ley, nos permitimos hacer una sugerencia 
que los señores legisladores encontrarán en el proyecto, que sabemos que requeriría iniciativa del Poder 
Ejecutivo. Nos referimos a favorecer este procedimiento de nominativización a través del establecimiento de 
una exoneración para la posterior enajenación de acciones nominativas que resultaren de la conversión o 
transformación de actuales acciones al portador. ¿Para qué? Para poder levantar el prurito que puedan tener 
algunos accionistas o empresas que puede llevarlos a pensar que no querrían nominativizarse porque -como 
conocemos- la enajenación de acciones nominativas está gravada por IRPF o IRNR -en su caso- y las 
acciones al portador no. Obviamente, no se trataría de una pérdida de recaudación porque hoy el Estado no 
está recaudando, ni lo estaría haciendo mañana si esas acciones continuaran al portador. Simplemente, como 
ya ha ocurrido y hay antecedentes extensos en nuestra tradición legislativa -el más reciente es el de la Ley N* 
18.092 que obligó a la nominativización de las sociedades con activos agropecuarios-, se favorecería sin 
ninguna pérdida de recaudación el pasaje a acciones nominativas. 


No quiero entrar a la lectura específica de las redacciones -salvo que los señores legisladores lo entiendan 
conveniente- porque queremos comentar otros aspectos. 


El segundo bloque de preocupaciones de la Comisión de Tributaria del Colegio de Contadores -somos 
trasmisores de esa preocupación y entendemos que ya ha sido ampliamente debatida en este ámbito -refiere a 
las aparentemente excesivas atribuciones que el proyecto da a la Dirección General Impositiva, en particular 
a través del literal a) del artículo 4*, y del artículo 19. En este sentido, coincidimos en el análisis técnico con 
las observaciones que se han hecho en cuanto al literal a) del artículo 4”, que establece la posibilidad de que 
la DGI pueda acceder al Registro del Banco Central. Entendemos que ese acceso debe estar regido, 
resguardado, por procedimientos jurisdiccionales previos, y no debe ser irrestricto como está planteado. Nos 
parece que una referencia a mecanismos ya existentes como el del levantamiento del secreto bancario, 
incluido en el artículo 15 de la Ley N* 18.718, ofrecería un resguardo suficiente para que estén dadas las 
garantías para todos los actores del quehacer nacional. Este es un tema que ya ha sido conversado 
ampliamente por otros actores que nos han precedido, y a ellos nos remitimos. 


En cuanto al artículo 19, que expresa que "No serán oponibles a la DGI las disposiciones sobre secreto 
profesional establecidas por remisión al artículo 25 del Decreto-ley _N* 15.322 [...]", entendemos también - 
coincidimos con actores que nos han precedido en este ámbito- que se estaría creando una asimetría 
desventajosa de estas entidades respecto a las entidades financieras regidas por la Ley N* 15.322. En este 
sentido, nos remitimos a las versiones taquigráficas y a las opiniones vertidas en este ámbito, y expresamos 
que el Colegio entiende que la redacción de estos artículos debería revisarse desde el punto de vista técnico. 


Para terminar esta presentación tan rápida, queremos expresar que el proyecto, en general, debería revisarse 
muy minuciosamente en cuanto a diversos detalles que permitan complementar y hacer entendibles y 
comprensibles muchas de sus disposiciones. En algunos casos, el sentido general de los artículos parecería 
estar claro pero llevarlos al terreno práctico va a resultar dificultoso. 


Entendemos que esta será una ley que necesitará ser reglamentada por el Poder Ejecutivo en forma muy 
detallada, pero también consideramos que es de buena técnica legislativa -el Colegio ha querido hacer, por lo 
menos, su aporte en cuanto a advertir esta situación -que las normas sean inteligibles, claras, y que no se 
deleguen los aspectos de detalle a una reglamentación que luego pueda hacer variar en algo el sentido que los 
legisladores hayan querido darle. 


En particular, nos parece necesario hacer algunas referencias, por ejemplo, al literal b) del artículo 5%, que 
expresa que la entidad emisora deberá comunicar al Banco Central del Uruguay mediante declaración jurada 
el monto total del patrimonio. Entendemos que la finalidad de la ley apunta a que deba comunicarse el total 


del capital, porque luego se le exige que se relacionen los porcentajes de participación de cada accionista. 
Evidentemente, la forma de medir la participación de los accionistas es en relación con el capital integrado de 
la sociedad y no con la totalidad del patrimonio que, obviamente, no tiene relación con el valor nominal que 
cada accionista pueda tener. En la redacción que se ha repartido a los señores legisladores proponemos una 
especificación clara al respecto. 


Otro artículo que nos merece especial preocupación por la claridad que pueda tener y por su entendimiento 
posterior, es el 6”; es bastante árido y no quisiera cansar a los señores legisladores refiriéndome a demasiados 
detalles. Este artículo se refiere a modificaciones en la participación y establece: "Toda vez que en virtud de 
la modificación del contrato social, actos sociales internos, o instrumentos o actos equivalentes, se altere el 
porcentaje de participación que los accionistas, socios o partícipes tengan en el patrimonio [...] dichas 
entidades deberán cumplir las obligaciones de comunicación [...]". A nuestro juicio, este artículo debe ser 
muy especialmente aclarado porque no resulta sencillo entender -para lectores en primera instancia- cuáles 
pueden ser aquellas circunstancias en las que la participación de un accionista pueda ser modificada por 
variaciones del contrato o del estatuto social. Normalmente, las modificaciones del estatuto no van 
acompañadas ni acompañan modificaciones en la participación porcentual de los accionistas en el capital de 
la sociedad. 


Creímos que se trataba de incluir allí situaciones como las reducciones de capital que se producen en casos de 
recesos parciales en ciertas hipótesis de rescates no a prorrata; en algunas situaciones poco comunes, algunas 
de ellas prohibidas en la legislación uruguaya como es la de la adquisición de acciones propias, y otras, como 
pueden ser los reintegros de capital o las integraciones no a prorrata, que sí modifican la participación de los 
accionistas, pero que no necesariamente se reflejan en una modificación del estatuto de la sociedad. Por eso 
entendemos que debería darse una redacción clara, comprensible, ejemplificante en algunos casos, para que 
luego la ley pueda ser aplicada. 


Aquí, quiero destacar algo que debí decir al comienzo: tenemos mucha preocupación por la enorme cantidad 
de incumplimientos posibles que la casuística de esta ley, tal cual está redactada, puede conllevar. No 
estamos discutiendo ni poniendo en tela de juicio nada respecto al tipo de sanciones. Lo que decimos es lo 
siguiente: tenemos que partir de una realidad, y es que en el Uruguay existe un inusual número de sociedades 
anónimas en comparación a otros tipos sociales y otras formas de organizar la actividad económica, con 
respecto a la enorme mayoría de los países del mundo. Por equis razones históricas -que sería muy largo 
detallar acá-, esa es la realidad en nuestro país. Entonces, cuando hablamos de sociedades anónimas no solo 
tenemos que pensar en las grandes empresas: tenemos pequeños repartos de productos lácteos, almacenes, 
pequeñas empresas metalúrgicas de cinco empleados, empresas familiares del tipo, color y tamaño que se nos 
ocurra pensar, que van a tener que pasar por todo este mecanismo, y son personas que no tienen -en la 
enorme mayoría de los casos- ni el conocimiento suficiente, ni la capacidad de contratar expertos asesores 
que les resuelvan toda la problemática. Por ese motivo, en todos los casos apuntamos a que la ley sea clara, a 
que existan plazos suficientes, procedimientos rápidos para la conversión de acciones al portador en 
nominativas y a que, en definitiva, se cumpla con la finalidad de la ley tal cual se prevé, sin que esto implique 
una enorme cantidad de hipótesis de riesgos de incumplimiento que vale la pena decir que son bien gravosos, 
tanto para los accionistas involucrados, como para las propias sociedades en cuanto tales, llegando inclusive 
hasta los Directores, que, en algunos casos, son esos señores que están al frente de sus pequeños negocios. 


Otro aspecto que nos parece sumamente interesante e importante remarcar desde el punto de vista técnico es 
que la ley habla en general de acciones nominativas. Conocemos que existe una cierta disquisición 
doctrinaria respecto a la distinción y la calificación de las acciones nominativas: las nominativas endosables 
y las acciones escriturales. A nuestro juicio, en el espíritu de la norma, en todas las hipótesis en que habla de 
acciones nominativas se está refiriendo a todas aquellas que no son al portador. Por lo tanto, para evitar luego 
interpretaciones erróneas o confusas, proponemos que el proyecto aclare especialmente que cada referencia al 
término "nominativo" incluye a las nominativas endosables, o no endosables, y también a las acciones 
escriturales. Nos parece sumamente importante esa aclaración. 


Finalmente, en este paneo rápido de nuestras propuestas, entendemos que la posibilidad de excluirse del 
Registro debe contar con algunos mecanismos más expeditivos, por decirlo así. Apuntamos a que, por 
ejemplo, la solicitud de exclusión del Registro a que habilita la ley cuando una sociedad ingresó al Registro 
por tener sus acciones al portador y luego las convierte en nominativas, pueda ser solicitada por cualquiera de 
los accionistas. Esto es para evitar las dificultades que a veces se dan en los ámbitos societarios: recordemos 


que la sociedad es representada por el Directorio y, entonces, si la sociedad ha realizado un procedimiento 
interno de nominativización, a nuestro juicio, luego cualquier interesado en la exclusión del Registro debe 
tener la posibilidad de solicitarla; si bien puede hacerlo el propio Directorio, recordemos que, en realidad, el 
peso de la ley recae sobre los accionistas. 


Finalmente, quiero reiterar un comentario que se ha hecho acá, y decir simplemente que el artículo 23, que 
habla del registro de estados contables para entidades y sociedades que no queden comprendidas en los 
hechos generadores del Impuesto a la Renta de las Personas y a las Rentas de las Actividades Económicas, 
francamente nos ha resultado imposible de comprender. Coincidimos con otros actores que nos han precedido 
y que también han dicho que es de muy difícil comprensión. Con toda franqueza, si bien en otros artículos 
nos hemos permitido plantear redacciones modificativas, en este caso no hemos encontrado siquiera la forma 
de proponer una alternativa. Por lo tanto, solo hacemos la advertencia de que no resulta comprensible este 
artículo. 


En términos generales, este es el detalle de lo que el Colegio quería exponer hoy. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ASTI.- Me corresponde agradecer la presencia del Colegio de Contadores. Es un aporte muy 
valioso el que se ha realizado, tratando de mejorar la comprensión de un proyecto de ley de este tipo. 


Quiero hacer una aclaración que debí formular antes del inicio de la exposición por parte de la visita. Tal 
como se había solicitado en la sesión anterior, el Banco Central va a remitir en el día de hoy un proyecto que 
abarca varios de los artículos que se han mencionado en las sesiones anteriores y, particularmente, en esta. 
Para información de los colegas, en el artículo 16, de transformación de acciones al portador en nominativas, 
se recoge gran parte de lo que expresó el Instituto de Derecho Comercial y lo que acaban de señalar ahora los 
integrantes del Colegio de Contadores, a efectos de facilitar esa conversión. En definitiva, un objetivo 
implícito en este proyecto de ley es la posibilidad de hacer nominativa la mayor parte de las acciones o títulos 
que corresponden al contenido de esta ley, y se aclara que esto se hará sin controles previos de la Auditoría 
Interna de la Nación, por los mismos motivos que se han expresado. 


El otro tema que también había preocupado y veo que sigue preocupando a los distintos actores es el que 
refiere al artículo 19. La nueva redacción aclara perfectamente el alcance -tal como lo habíamos establecido 
en las interpretaciones que podrían darse de ese artículo -y se especifica claramente en qué casos no es 
oponible a la DGI lo previsto en el Decreto-ley 15.322. 


Por otra parte, y esto va un poco en línea con los razonamientos que realizaba el Colegio de Contadores, va a 
haber una división de funciones mucho más clara -expresada en dos artículos- entre los cometidos de la 
Auditoría Interna de la Nación y los del Banco Central, cada uno en su especialidad y para lo cual está 
preparado. En ese sentido, a la Auditoría Interna de la Nación le corresponderá continuar con todo el trámite 
de Policía Administrativa de la gestión de las sociedades anónimas y, por lo tanto, de las asambleas y de sus 
decisiones y, obviamente, no habrá interferencia del Banco Central en estos temas. 


Seguramente, en la mañana de hoy estarán llegando las propuestas del Banco Central, que cuentan con el 
visto bueno del Ministerio de Economía y Finanzas, para algunos de los artículos que hemos estado 
comentando. 


SEÑOR ABDALA.- Damos la bienvenida al Colegio de Contadores y queremos hacer dos preguntas 
muy concretas: una sobre la base de la exposición que acabamos de escuchar, especialmente del primer 
comentario, y otra respecto de otro tema que contiene el proyecto de ley. 


La primera tiene que ver con las prevenciones que acaba de formular el Colegio, que no son novedosas para 
esta Comisión porque tienen una gran similitud con planteos similares- esa es una coincidencia objetiva que 
tiene un enorme valor -que realizó en la sesión pasada el Instituto de Derecho Comercial, en cuanto al 
impacto que la aplicación de este proyecto tal como está redactado puede generar en el funcionamiento del 
sistema. El Instituto de Derecho Comercial decía que esto conduciría a la existencia de dos tipos de acciones 
nominativas en forma simultánea, porque si bien seguirían siendo acciones al portador inscriptas, el doctor 
Olivera hablaba de "acciones al portador impropias", y, en ese sentido, advertía que los organismos de 


contralor y reguladores no están en condiciones -decía él- de hacer frente a la situación en función de la 
enorme cantidad de sociedades anónimas y, por lo tanto, de acciones al portador que hay en Uruguay. 


El Colegio ha mencionado la necesidad de que la ley contenga por lo menos un plazo de transición. Más allá 
de que, por supuesto, muchas veces los plazos y los números son arbitrarios, me gustaría saber si nos pueden 
transmitir una idea a los efectos de que nosotros manejemos una alternativa con relación a cuál sería el 
tiempo razonable, es decir, cuánto tiempo debería transcurrir para que la Administración pueda implementar 
lo necesario a los efectos de que el sistema esté preparado para empezar a funcionar en base a lo que aquí se 
establece, esto es, la aplicación del Registro, la inscripción allí, etcétera. No tengo idea de si es un plazo que 
se mide en algunos meses, en varios meses o en un año y por eso hago esta primera pregunta. 


La segunda pregunta tiene que ver con un aspecto que por lo que pude advertir no mencionó la delegación, 
pero que también ha sido motivo de análisis y debate en esta Comisión, y se vincula con las distintas 
sanciones que el proyecto prevé para los eventuales incumplimientos por parte de los obligados, básicamente 
los artículos 8, 11 y 12. El artículo 8* prevé la aplicación de multas, el artículo 11 prevé la suspensión del 
certificado único y la inhabilitación para actuar en el sistema financiero -cosa que fue severamente objetada 
por la Asociación de Bancos en la última sesión de la Comisión de Hacienda- y el artículo 12 dispone la 
publicidad de los nombres de aquellos que incumplen con lo que la ley establece, con una suerte de 
discrecionalidad en favor del Poder Ejecutivo que también ha sido muy cuestionada porque no tiene límites y, 
por lo tanto, eso puede quedar al libre albedrío del Gobierno, o mejor dicho, de la Administración, a los 
efectos de determinar el nombre de quién hay que publicar y el nombre de quién no hay que publicar. 


También quisiera un comentario con relación a esto, porque me parece que es fundamental en lo que tiene 
que ver con la aplicación práctica de este nuevo sistema una vez que esté funcionando. Se ha hablado de que 
eventualmente esto podría representar una doble o triple sanción por un mismo hecho. Esa es una discusión 
jurídica que también corresponde dar, pero, sin perjuicio de ello, aunque podamos convenir que no hay una 
doble o triple sanción, lo que sí existe son una serie de aspectos que establecen sanciones sin límite y con 
exceso de discrecionalidad aparente por parte de la Administración que también me gustaría que el Colegio 
nos pudiera comentar. 


SEÑOR POSADA.- Antes que nada, agradecemos al Colegio de Contadores el aporte que ha realizado 
en el ámbito de la Comisión; realmente lo valoramos como muy importante para lo que tenemos por 
delante en esta materia. 


Al margen de los comentarios que les ha merecido este proyecto de ley, concretamente quiero saber si el 
Colegio ha valorado el eventual impacto que tendría el cambio a acciones nominativas de lo que actualmente 
son sociedades anónimas con acciones al portador. Esto nos interesa, porque, indudablemente, es una variante 
que puede ponerse en práctica y, en tal sentido, si ha habido algún tipo de evaluación al respecto me parece 
interesante que la comenten. 


SEÑOR CORREA.- Con respecto al plazo, recordemos que el proyecto delega todo lo que es fijación 
de plazos a la reglamentación. El Colegio no ha pensado en ningún plazo específico y menos aun que 
sea incluido en la ley. Ese no fue el sentido de nuestra intervención en cuanto a que la ley fije el plazo. 
Nos pareció que la enorme entidad de la problemática requiere de un período de entendimiento, de 
maduración, que va a exceder largamente el que entendemos -porque así ha sido explicitado- como un 
exiguo plazo que se ha fijado para que el Parlamento nacional termine de sancionar esta norma. 


Por tanto, lo que hacemos es una advertencia muy generalizada, que puede alcanzar tanto a lo que se resuelva 
en este ámbito como en el de la Administración -a nivel reglamentario- con referencia al establecimiento de 
un plazo, y voy a ser más específico en cuanto a qué queríamos decir con esto. En la redacción alternativa del 
artículo 15 que los señores legisladores tienen en su mano, proponemos que se establezca algo de este tipo: 
"No estarán obligados a presentar la información a que refiere la presente ley las entidades emisoras de 
acciones al portador ni los propietarios o beneficiarios de los respectivos títulos " -para otras situaciones 
donde no son sociedades- "(...) que sustituyan sus acciones al portador por acciones nominativas dentro del 
plazo máximo que establezca la reglamentación". ¿Qué quiere decir esto? En la lectura que hacíamos del 
proyecto de ley, podría entenderse que quedaban automáticamente obligadas a inscribirse todas aquellas 
entidades al portador que lo fueran al día en que entrara en vigencia la ley. Por tanto, entendemos que la 


obligación de registrarse, digamos, el acaecimiento de la obligación de registrarse, no debería estar dada por 
el mero hecho de entrar en vigencia de la ley, sino que debiera establecerse un momento, dilatado en el 
tiempo, en el cual comience a regir la obligación de registrarse. ¿Para qué? Pensamos que de alguna manera, 
aunque la ley esté vigente, hay que establecer un período para el registro. Hablamos de miles de sociedades y 
lo que estamos diciendo es que el hecho de nominativizarse tiene dos presupuestos previos: uno, que exista 
un mecanismo rápido; y allí excluimos -de nuevo- la posibilidad de que pueda ir por la Auditoría Interna de 
la Nación, y por lo que se acaba de comentar, parece que habría una suerte de consenso en ese sentido. Pero 
si hablamos de miles de sociedades, estamos diciendo que aun cuando el procedimiento rápido sea ir al 
Registro de Comercio y publicar, hay que considerar -que las sociedades deben hacer su convocatoria, deben 
tomar su decisión, deben madurarla y hay negociaciones entre accionistas, etc., y todo eso llevaría su tiempo. 
No olvidemos que el establecimiento de circunstancias más gravosas para la transmisión de acciones puede 
dar lugar, en ciertas hipótesis, al derecho a receso -artículo 364 de la Ley-, más allá de que el procedimiento 
rápido elimina esas situaciones al pedir -lo que nos parece adecuado- el ciento por ciento de asistencia, con el 
ciento por ciento de votos favorables, un mecanismo de rápida compulsa por parte del Registro que haga 
innecesario el control administrativo previo. 


Entonces, los presupuestos para que esto sea eficaz son dos: que exista un mecanismo rápido, con un plazo lo 
suficientemente extenso como para permitir que las sociedades tomen sus decisiones y las lleven a cabo y, en 
segundo lugar, para que aquellas que van entrando al Registro puedan hacerlo. No sabemos si el registro será 
físico o electrónico, pero si estamos hablando de cincuenta, sesenta o setenta mil sociedades, no quiero 
pensar cómo puede llegar a desbordarse el mostrador del Banco Central. 


Para responder concretamente al señor legislador que consultaba sobre un plazo, decimos que este tiene que 
ser lo suficientemente extenso y, a nuestro juicio, la medida en meses puede ser exigua. 


Con respecto a la segunda pregunta, referida a sanciones, el Colegio de Contadores no ha entrado en 
valoraciones -como se dijo al comienzo- que pudieran significar entender en aspectos políticos del proyecto, 
ni en aspectos que pudieran ser demasiado opinables, más allá de los estrictamente técnicos o que pudieran 
hacer más inteligible la norma. De manera que no tenemos posición oficial más allá de las opiniones de cada 
uno respecto al régimen sancionatorio, que no sea decir que es claramente severo 


Sí nos importa que queden muy claras algunas cosas. Me voy a referir puntualmente al artículo 7”, que habla 
del régimen sancionatorio aplicable a los propietarios de las participaciones patrimoniales. Recordemos que 
el proyecto establece sanciones, en primer lugar, para los accionistas, que son los principales obligados, y, 
luego, para las entidades en régimen sancionatorio, en el artículo 8”. 


En el artículo 7* se comienza diciendo: "El propietario que incumpla con las obligaciones de presentar en 
plazo a la entidad emisora la declaración jurada prevista en el artículo 5” de la presente ley, estará sujeto a las 
siguientes sanciones: a) Imposibilidad de ejercer cualquier derecho (...)". Eso es de una amplitud tan grande 
como la propia lectura lo dice: cualquier derecho. Nos pareció más adecuado dividir ese artículo en más 
literales que los propuestos y al menos especificar, tomando de otras normas ya contenidas en la propia Ley 
N? 16.060, el alcance de esa limitación del derecho en referencia al ejercicio del derecho de voto. Porque una 
norma que es tan amplia como para establecer la imposibilidad de ejercer cualquier derecho, plantearía -y 
permítaseme el ejemplo -situaciones prácticas como esta. Supongamos el caso de un accionista que no ha 
informado, se realiza una asamblea, se presenta y quiere entrar a la asamblea. Ese accionista, de acuerdo a la 
redacción de la ley, ¿puede estar presente en esa Asamblea o no? Bueno, si no se reglamenta un poco más 
esto le estaríamos dando enormes atribuciones y tribulaciones al Presidente de la Asamblea de la sociedad, 
que se vería ante la disyuntiva de interpretar él y en cada caso la ley respecto a si ese accionista está 
habilitado para entrar a la Asamblea, para comparecer, y, luego, si puede votar o no; -si puede hacerlo, de qué 
manera se computa su voto, y qué sucede si no puede votar. Recordemos que la ley de sociedades, en 
diversidad de instancias, requiere el cómputo de determinadas mayorías. Entonces, nos pareció de orden que 
se especifique qué ocurre en aquellas circunstancias en donde, por imperio de la ley, el accionista está 
impedido de ejercer sus derechos, y que en particular e reglamente qué ocurre cuando va a la Asamblea. Allí 
proponemos -sacado de normas análogas -que la eventual asistencia no se compute para el quórum ni para las 
mayorías. Es el único aspecto sobre el cual el Colegio entró a analizar en específico respecto al régimen de 
sanciones. En lo demás, no tiene una posición determinada. 


Finalmente, con respecto a la valoración del impacto de la nominativización, no hemos realizado otras 
valoraciones más que las generales que señalamos. En lo personal, no prevemos impactos significativos, con 
la excepción ya nombrada del cambio del régimen tributario al que por vía indirecta esta ley estaría 
sometiendo a aquellos que quieran hacerse de acciones nominativas. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Quisiera hacer una precisión. 


Como bien ha dicho el contador Correa, las sociedades anónimas no solo son las grandes empresas, sino que 
hay una cantidad de pequeñas empresas que trabajan en este régimen. Y es práctica habitual en nuestro 
ejercicio profesional que muchos miles de estas empresas -ya que hablamos de miles- terminan sus 
actividades y lo que hacen es clausurar sus actividades en BPS y en DGI; ahí termina y no se hace más nada, 
o sea, no se sigue con el registro ni la auditoría. Si no precisamos bien la redacción, esos accionistas estarían 
obligados a hacer este registro. Esa es una de las inquietudes que planteábamos en su momento y para lo cual 
hay una redacción alternativa, ya que estaríamos involucrando a una cantidad de miles de personas que ya no 
tienen nada más que ver con la empresa, que tal vez culminó sus actividades hace años y no terminó el 
trámite de registro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera trasladar una inquietud que creo que ya fue referida, pero que 
deseo señalar explícitamente porque fue una consulta que se me hizo. 


Se me dice que hay muchas sociedades anónimas de larga data que en algún momento distribuyeron, por 
ejemplo, acciones a sus empleados en pequeñas cantidades, o que fueron producto de sucesiones en más de 
una ocasión, y que hoy les resulta imposible ubicar a alguno de los poseedores de esas acciones; es decir, han 
convocado en más de una ocasión y no saben en manos de quién hay un porcentaje de las acciones, 
generalmente pequeño. Según su interpretación, ¿qué pasaría con esta redacción actual en esa situación que 
aparentemente se da? 


SEÑOR CORREA.-- Sí, efectivamente es una de las muchas variantes del problema que advertíamos al 
inicio. 


Entendemos que tal cual está redactado -y no discrepamos en ese sentido- básicamente el proyecto pone la 
carga encima de los accionistas. Es lógico que la sociedad solamente queda obligada a transmitir al Registro 
aquello que ha sido previamente comunicado por los accionistas. Lo que ocurriría, objetivamente, según 
nuestra interpretación, es que esos accionistas, por la razón que fuere, porque no pueden ser ubicados o 
porque algunos no saben que lo son -esto ocurre en la vida real-, van a caer en algún momento bajo el 
régimen sancionatorio en la medida en que se tome conocimiento de esa situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más interrogantes que plantear, agradecemos la presencia del 
Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay, que nos ha dejado mucho 
material para nuestra información. La versión digital que nos han proporcionado ya está en los 
correos electrónicos de los legisladores y se está gestionando para que puedan tener allí la versión del 
Instituto de Derecho Comercial de UDELAR, a fin de contar con ese material en ese formato. 


Muchas gracias y estamos a las órdenes para recibir otros comentarios por vía de algún documento a fin de 
poder considerarlos. 


(Se retira de Sala la delegación del Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay) 
(Ingresa a Sala el doctor Carlos Loaiza Keel) 


——— En la sesión pasada, el señor Diputado Abdala había sugerido la posibilidad de incluir en las entrevistas 
que mantiene la Comisión a algunos de los estudios o profesionales que colaboraron con el Poder Ejecutivo 
en la elaboración de este proyecto. Quedamos en hacer algunas consultas dado que no conocíamos quiénes 
habían estado trabajando en la materia, según comentó el señor Ministro de Economía y Finanzas. A 
sugerencia del señor Diputado Asti, quien hizo las consultas del caso, cursamos invitación al doctor Loaiza, 
quien aceptó gustoso comparecer. Le damos la bienvenida. 


SEÑOR LOAIZA.- Agradezco la invitación. Es un honor estar aquí. 


Sobre el proyecto en el que tuvo participación el sector privado y miembros de los estudios jurídicos, 
efectivamente tenemos algunas precisiones que hacer. Luego de ciertos comentarios que se hicieron a raíz del 
primer proyecto elaborado por el Poder Ejecutivo, el Ministerio de Economía y Finanzas tuvo receptividad y 
recibió a algunos de los que participamos de esos esfuerzos para hacer una crítica constructiva al proyecto 
original. 


Ustedes, desde hace tiempo, están recibiendo a distintas delegaciones para que den su opinión acerca del 
proyecto. Lo primero que me interesa comentar es el contexto en el que se produce el proyecto, porque mi 
especialidad es la tributación internacional, que es el disparador de esta iniciativa. Ahora, nunca debe 
analizarse en forma aislada del resto de la normativa nacional en particular, de la normativa comercial ni del 
resto de la estrategia del Uruguay en materia tributaria internacional, que ha cambiado sensiblemente desde el 
año 2009. Antes, se sufrió una reforma tributaria muy profunda, pero los cambios más importantes en materia 
de tributación internacional comenzaron a partir de abril de 2009. 


En este contexto y desde el punto de vista internacional, el proyecto ingresa dentro de las peticiones que hizo 
en nuestro país el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información para Propósitos Tributarios. 
Este organismo, que no es parte de la OCDE pero sí es liderado por esta Organización, elaboró un informe 
respecto a nuestro país. En él se hacen algunas precisiones; en particular, en el término de referencia A- 1 se 
mencionaba la necesidad de que Uruguay hiciera un esfuerzo para aclarar la forma en la que se identifican los 
titulares de las acciones al portador. 


Ese mismo organismo introdujo un calendario que tiene bastante relevancia en este proyecto. Como saben, la 
opción que se toma por no modificar el régimen comercial general de sociedades es justificada por parte del 
Poder Ejecutivo, debido a los tiempos que implicaría esa reforma profunda en materia societaria o comercial. 
De manera que hay que tener muy presente el calendario de la Organización. Es algo que nosotros no 
elegimos y no necesariamente es justo. Es más: todos sabemos que en el trasfondo de estas presiones 
internacionales está la necesidad de los países desarrollados de contener el flujo de capitales hacia terceros 
países y de buscar más transparencia para recaudar más dinero en momentos de grandes dificultades. Sin 
embargo, es el calendario que se nos ha impuesto y Uruguay ha decidido, estratégicamente, participar del 
desarrollo de este Foro. Es muy importante tener presente que necesitamos ser ágiles en las respuestas a los 
reclamos del Foro, sin necesidad de ser complacientes. Creo que esa ha sido la motivación principal de este 
Gobierno para seguir este camino. 


El calendario implica que este mismo año tengamos una respuesta -si es posible antes de terminar el primer 
semestre- y en 2014, pasando la fase uno de este análisis por los pares -el "Peer Review"-, logremos acceder 
a la fase dos en la que se va a analizar si efectivamente hay un intercambio fluido de información con fines 
fiscales. 


Hay otros aspectos a tener en cuenta, como la realidad interna. Era oportuno que se tomara la voz de los 
estudios jurídicos, del sector privado, porque la realidad uruguaya en materia societaria ha sido que para 
muchas firmas, abogados y contadores existiera una fuente de negocio a raíz de la venta o el acceso a 
sociedades con acciones al portador y el país tuviera un sector de servicios vinculado con ello. A mi juicio, 
eso hizo que hubiera una reacción inmediata cuando se comenzó a atisbar la necesidad de cambiar el 
régimen. Pero eliminado ese ruido -de hecho, hay muchos profesionales y estudios jurídicos que nunca nos 
dedicamos a esa tarea; por supuesto que los que se dedicaban, lo hacían legítimamente-, zanjado ese interés 
privado, es importante tener en cuenta otros aspectos que tienen mucha relevancia con respecto a las 
sociedades con acciones al portador que, al día de hoy, son la gran mayoría de las sociedades que existen en 
Uruguay, una mayoría abrumadora; son las que más se han utilizado en el comercio y en los negocios en 
Uruguay. Cualquier solución que se adopte tiene que ser sensible a esa realidad, a ese "statu quo" que existe 
respecto a las sociedades. Hablamos de más de cien mil sociedades, con una mayoría que supera el 80% o el 
90% de las sociedades existentes. 


Estos son los aspectos esenciales del contexto que hay que tener en cuenta, que hicieron que el Gobierno 
elaborara un proyecto en el que se genera un registro para las sociedades y las entidades que emiten títulos al 
portador. Ello no implica reformar profundamente el régimen societario uruguayo; así se dice en la 
exposición de motivos. Entre las opciones que existen en el mundo, al día de hoy las acciones al portador son 


una forma de participación en una sociedad bastante extraña, tendiente a la extinción. Son pocos los países 
que aún mantienen este sistema. A nivel latinoamericano, casi todos los países, no por la presión de la OCDE 
sino por política pública, por política normativa, han decidido eliminar ese sistema de trasmisión de las 
acciones. Sin embargo, a nivel internacional persiste en muchos países, pero progresivamente han quedado 
en desuso por las dificultades prácticas y los estímulos comerciales y fiscales que existen para que deje de 
usarse. En Uruguay, antes de la presión de la OCDE, más allá de algunos desestímulos fiscales en materia de 
sociedades agropecuarias, existía un gran estímulo fiscal -aún existe-, que es la exoneración para la 
trasmisión de las participaciones de las sociedades al portador. Cuando OCDE analiza a Uruguay, no solo ve 
que tenemos este régimen sino que, de cierta manera, lo estimulamos, y eso genera bastante preocupación. 


Repasando el proyecto rápidamente porque los Diputados lo conocen muy bien y asumiendo como 
razonables las justificaciones del Gobierno en materia de tiempos para no hacer una reforma profunda del 
sistema, consideremos que el proyecto intenta generar este registro para sociedades con acciones al portador 
y estimular a las sociedades para que modifiquen su sistema hacia las acciones nominativas. Ese sería el 
espíritu aparente de la norma como sistema. 


En mi opinión, el artículo 1* relativo a la obligación de informar, tiene una redacción correcta. Tal vez -tal 
como señaló en este mismo contexto el doctor Faget- podría afinarse respecto de entidades que no son 
sociedades. Hablo de fideicomisos o fondos de inversión. Sobre todo, debe testearse -sé que ustedes contaron 
con la opinión del Banco Central del Uruguay- con las autoridades llamadas a aplicar la norma. Más allá de 
lo que pueda lucir en la redacción, hay que valorar la capacidad de gestión que tienen las autoridades 
llamadas a gestionar la norma. Como sucedía originalmente en la Auditoría Interna de la Nación, al día de 
hoy no se demuestra una capacidad de gestión acorde con la necesidad de intercambio fluido, por lo que el 
Banco Central del Uruguay parece ser una opción, además de políticamente consensuada, bastante más 
sensata en materia de gestión porque ha demostrado gestionar bien la información. Pero como no me refiero a 
este tipo de información, entiendo que es muy relevante testear la capacidad para poder gestionarla 


El artículo 2” es muy importante. En el proyecto original la normativa iba mucho más allá y pretendía que se 
registrara a los accionistas y beneficiarios finales de participaciones de sociedades extranjeras cuando estas 
tenían un activo en Uruguay. De esta manera, se trataba de tener la mayor amplitud posible para las 
sociedades extranjeras. Desde el sector privado se dijo, con un criterio de pragmatismo, que sin voluntad 
expresa de prohijar evasión de otros países, porque no es el caso, Uruguay debía seguir estrategias 
precisamente pragmáticas, por ejemplo, de Suiza, en la que se desmantela solamente aquello en lo que existe 
una presión inexorable e imposible de soslayar y se mantiene aquello en lo que puede existir una ventaja 
comparativa del país. Este artículo es muy importante, precisamente, para seguir recibiendo inversiones con 
anonimato de países vecinos, sin llegar a desmantelar toda la reserva que hoy tiene Uruguay. Esto es lo que 
se llama en la doctrina internacional un "loophole" o vía de escape para que los inversores sigan 
aprovechando el sistema uruguayo societario. 


Por lo tanto, esta nueva redacción del artículo 2% es mucho más limitada que la original y solamente obliga a 
registrar a las sociedades constituidas en el exterior -para usar una terminología más comercial porque el 
término "entidades no residentes" es un concepto exclusivamente fiscal y reciente pero en materia comercial 
deberíamos decir "sociedades extranjeras" o "sociedades constituidas en el exterior" -en el caso de que 
cumplan con lo exigido por el artículo 193 de la Ley de Sociedades Comerciales. Esta es una opción política 
que toma el Gobierno. Lo que dice el informe del Foro es que Uruguay debe hacer los esfuerzos necesarios 
para contar con la información de aquellas sociedades extranjeras que tengan un "nexo suficiente" 


esta es la expresión que utiliza OCDE con nuestro país. "Nexo suficiente" es un concepto jurídico 
indeterminado. OCDE también maneja desde hace tiempo el concepto fiscal de establecimiento permanente. 
Sin embargo, la opción técnica al redactar la norma fue no atarnos al concepto de establecimiento 
permanente. Este otro concepto tiene la bondad de ser mucho más claro. Ha sido interpretado con más 
densidad por parte de la autoridad tributaria uruguaya. El problema que tiene es que también ha sido muy 
interpretado a nivel internacional por la propia OCDE, en los comentarios del convenio para evitar la doble 
imposición y por nuestros vecinos. En particular Brasil y Argentina tienen una interpretación muy amplia de 
establecimiento permanente, bastante más que la nuestra que incluye, por ejemplo, sociedades que tienen un 
inmueble en el país. De manera que la opción técnica de ir hacia el artículo 193, cumple con lo del "nexo 
suficiente" pero nos hace entrar en el concepto de ese artículo de la ley de sociedades comerciales, que no ha 
terminado de definirse en su aplicación. Por tanto, sin llegar a modificar la norma, entiendo que es 


fundamental reglamentar y precisar cuál es el concepto del artículo 193. Por supuesto que a los efectos 
generales ya viene dando problemas en materia de la necesidad de sucursalizarse de las sociedades 
extranjeras, pero ahora con mucho más sentido a raíz de esta nueva norma. 


El artículo 3" refiere a los cometidos del Banco Central. El nuevo sentido de la norma, por consenso político, 
hace que no sea la Auditoría Interna de la Nación la que lleve adelante este Registro, sino el Banco Central, 
más allá de que la Auditoría continúe teniendo facultades en materia de fiscalización de las sociedades. Creo 
que el Parlamento debe analizar este tema -aunque sabemos que se cuenta con plazos bastante breves-, 
porque esta es una reforma que puede implicar muchos desajustes si los organismos llamados a aplicarla no 
entienden bien cómo hacerlo. De manera que es muy importante aclarar, en los artículos que refieren a las 
facultades del Banco Central y de la Auditoría Interna de la Nación, quién es el que tiene realmente las 
facultades y cómo es que las va a hacer efectivas. 


El artículo 4” es muy relevante porque también da una facultad a la Dirección General Impositiva para pedir 
información, no solamente en el marco de convenios para evitar la doble imposición o acuerdos de 
intercambio de información, sino también por un interés fiscal propio, ya que es un acceso que se separa de la 
opción seguida en materia de levantamiento de secreto bancario, y sé que ustedes lo tienen muy presente. 
Esto necesariamente debe separarse -como lo veremos- de lo que regula el artículo 19, pero en este caso el 
mayor problema que tiene es que la opción política es distinta. El acceso administrativo, en este caso, es más 
simple para la DGI. Eso no necesariamente está mal, porque la situación es distinta. No estamos regulando el 
acceso a información financiera, precisamente, sino el acceso a la titularidad de las sociedades, pero es 
importante diferenciarlo bien del artículo 19. 


También con respecto a este artículo podría considerarse la posibilidad de incluir a las sedes civiles como sé 
que se ha comentado en esta Comisión. 


SEÑOR ABDALA.- En cuanto a este artículo 4” y a lo que el doctor Loaiza ha denominado como el 
interés fiscal propio de la DGI -que es su primera parte-, cuando el señor Ministro Lorenzo fue 
interrogado al respecto apeló al fundamento de la necesaria simetría que debía existir en función de 
que si se trata de información que se debe proporcionar a un Fisco extranjero, por esa sola razón es 
indispensable que también tenga acceso la Dirección General Impositiva. No estoy calificando sino, 
simplemente, describiendo una respuesta que recibimos. Pregunto si eso es un fundamento que en la 
perspectiva de la proyección jurídica es indispensable que conste, más allá de la opción política. 


SEÑOR LOAIZA.- La consulta es clarísima. Creo que es una opción técnico- política, pero claramente 
orientada políticamente. Desde el punto de vista presión internacional, Uruguay no está sometido a una 
presión para que la DGI acceda por interés fiscal propio a esta información, lo cual debe separarse de 
que la DGI necesite acceder a esta información cuando tiene que intercambiarla con un tercer país. 
Son dos situaciones distintas. Naturalmente, la DGI deberá tener acceso a la información cuando tiene 
una solicitud de un fisco extranjero. Cuando no la tiene, en el informe que elaboró el Foro de 
Transparencia no existe una recomendación al respecto hacia Uruguay. Lo que sí existe en normativa 
internacional es un reproche de la OCDE, ya tradicional, a las diferenciaciones entre el tratamiento a 
extranjeros y nacionales, en cualquier sentido. Ese tipo de prácticas que en tributación internacional se 
denominan "ring fenced" implica aislar a los extranjeros de ciertos efectos que se producen respecto 
de los nacionales. Pero esto tampoco aplica directamente a este caso, porque precisamente el reproche 
de la OCDE es cuando se da un régimen más beneficioso al extranjero y no cuando se da un régimen 
más perjudicial, como en este caso. Esa sería mi opinión al respecto. 


Existe un antecedente en Suiza, donde se flexibilizó el secreto bancario a efectos de intercambiar información 
con terceros países y no se flexibilizó a efectos de su propia administración fiscal. Hasta ahora esa actitud 
suiza no ha recibido reproches, más allá de que Suiza está involucrada en una cantidad de problemas y de 
reparos internacionales. Entiendo que el reproche internacional siempre ha estado dirigido a cuando se da un 
trato más beneficioso a los extranjeros. 


El artículo 5” regula el procedimiento. Uno lo puede leer muchas veces, es una norma comprensible, pero en 
mi opinión, sabiendo que hay una gran diferencia entre lo que uno cree que son las cosas y estas en sí, creo 

que es esencial que sobre estos artículos exista una opinión fundada de los organismos llamados a aplicarlos. 
No tengo ningún reproche objetivo en cuanto a la redacción de la norma, pero creo que es indispensable que 


sea efectivamente aplicable. Considero que esto no solamente es a gracia de que la norma funcione, sino 
también de que no sea pan para hoy y hambre para mañana, porque recuerdo que si sancionamos una norma 
solo para cumplir con lo que nos pide el Foro de transparencia pero luego, en la fase dos, no nos permite 
efectivamente intercambiar información, vamos a recibir un reproche en la Fase 2. Entonces, simplemente 
vamos a dilatar el problema -lo que puede ser una buena estrategia-, pero este va a seguir. Aquí sucede lo 
mismo que se comentó cuando se introdujo a la Auditoría Interna de la Nación como organismo gestor, que 
es que no va a poder hacer frente efectivo a este tipo de pedidos y, por lo tanto, vamos a incluir a un 
organismo que sí lo pueda hacer. Nos pueden llegar a decir: "Forraron bien los cuadernos, pero no están 
sacando apuntes, que es lo que realmente quiero que hagan". 


SEÑOR ASTI.- Quiero referirme a los comentarios del doctor Loaiza en cuanto al artículo 5” que tiene 
que ver con el procedimiento. Se ha comentado en la Comisión que si bien queda clara la reserva o el 
secreto -creo que en la sugerencia que nos va a remitir el Banco Central se utiliza el termino "secreto" 
y no "reserva", en el manejo de ese Registro que va a llevar el Banco Central; este procedimiento 
implica a más de cuarenta mil sociedades; según una información que recibimos hay 41.000 sociedades 
inscriptas en el Registro de Comercio, con la característica de que todo su capital es al portador-, esta 
se ve asegurada por parte del organismo que registra. Pero si consideramos la sociedad que es 
intermediaria en esta información entre el accionista y quien va a ser el registrador, ahí existe la 
posibilidad de pérdida del secreto o de la reserva a nivel individual de la sociedad y no hay nada 
establecido, y puede haber intereses encontrados en el tema de cómo se conserva ese secreto 0 reserva. 
En ese sentido, no hay nada previsto en el articulado, fue algo que se mencionó y dada la experiencia 
del doctor Loaiza en este sentido, quisiera que realizara algún comentario al respecto. 


SEÑOR LOAIZA.- Es muy interesante la apreciación. Creo que eso también se comentó en esta misma 
Comisión por el Instituto de Derecho Comercial. Es correcto que no se regula especialmente la reserva 
para la sociedad, con lo cual quedaría un eslabón sin esa protección normativa. Podría interpretarse 
que por otras normas ya existentes la sociedad puede conservar y oponer un deber de reserva para no 
divulgar esa información, pero de ninguna manera es mala idea reforzarlo. Esa es mi opinión. 


También quería hacer un apunte respecto del procedimiento y de esta valoración de lo que puede ser pan para 
hoy y hambre para mañana, que también involucra el artículo 4* y el tema al que venimos refiriéndonos. 
Tiene que ver con que debemos tener presente que políticamente esta norma puede tener una definición 
concreta, pero en cuanto hacia dónde va en estos aspectos concretos, tanto de procedimiento, reserva, secreto, 
potestades de la administración fiscal a efectos internos, y de quién administra el Registro, la tendencia 
internacional es a un intercambio aún más fluido y transparente. Esa es la tendencia mundial, aunque no 
necesariamente Uruguay tiene que acceder desde ya, porque sabemos que el mundo es muy dinámico, pero es 
bueno tener presente que lo que pretende la OCDE es que los Registros de este tipo estén directamente 
interconcectados con las administraciones fiscales y que estas compartan la información de manera 
automática, y también -luego lo vamos a ver cuando analicemos el tema del secreto profesional- que el 
secreto profesional se restrinja exclusivamente, al privilegio de abogado y cliente en un juicio, ni siquiera 
cuando es consultoría o asesoramiento general. No necesariamente esto implica que la norma ya tenga que 
dar todo esto. Es más: desde el sector privado siempre decimos: "Demos solamente lo que nos pidan", pero 
con una visión estratégica a largo plazo, porque estas cosas van a estar en carpeta de los organismos 
internacionales que nos juzguen en el futuro próximo. 


El artículo 6” refiere a modificaciones en la participación y no tengo ningún comentario al respecto, más allá 
de los generales realizados en cuanto a la factibilidad de llevar adelante el procedimiento. 


Los artículos 7*, 8%, 9%, 11 y 12, refieren en su totalidad a un sistema sancionatorio. Mi opinión es que resulta 
fundamental, cuando se dictan este tipo de normas, generar un desestímulo importante al incumplimiento. 
¿Cómo se logra eso? Sancionando al primer obligado a trasmitir la información, que es el accionista, también 
a la sociedad, a sus Directores -como corresponde-, eventualmente, como se decidió en esta opción 
legislativa, al adquirente de una sociedad en forma solidaria y, por supuesto, a los funcionarios que manejan 
la información, porque es necesario sancionar gravemente al funcionario infidente. Existen hasta en países 
muy serios y desarrollados casos lamentables de venta de información privilegiada en forma masiva por parte 
de funcionarios. Aquí no hay ningún antecedente de la DGI ni de otro organismo, pero es algo que debemos 
cuidar. Es decir que el sistema sancionatorio es correcto. En teoría internacional se estudia cuál es la mejor 


forma de generar desestímulos y muchas veces no es a través de la gravedad de la sanción sino de su 
precisión, es decir que se perjudique gravemente al sujeto sancionado, más allá de que la impresión inicial 
parezca ser más o menos grave. Muchas veces se habla, y es un ejemplo interesante, del juego repetido como 
una sanción más grave que una pecuniaria. Con esto me refiero, por ejemplo, a una persona que tiene que 
actuar en el comercio: el hecho de perjudicarla en esa actuación es una sanción mucho más grave que hacerla 
pagar una multa. Hay un ejemplo muy conocido que se estudia en derecho y economía: un estudiante en 
Estados Unidos está yendo a dar un examen y llega a una esquina, donde no hay preferencia, y cuando llega 
allí ve que le da justo para cruzar cuando viene otro auto; se le pregunta qué hace, a lo que el estudiante 
contesta: "Cruzo", sin pensarlo. Pero luego se le pregunta qué pasa si el auto que viene es el del profesor que 
le va a tomar el examen, por lo que la respuesta claramente varía y es "No cruzo; lo dejo pasar". ¿Qué quiero 
decir con esto? Que en materia de sanciones el legislador debe ser muy preciso, pensar mejor en qué molesta 
o perjudica más, antes que en la gravedad, porque de esa manera va a lograr un desestímulo mayor y se 
obtendrá como resultado el cumplimiento de la norma. En este caso creo que las sanciones son muy graves 
en materia numérica, en el "cuantum", y lo que preocupa más respecto del sujeto incumplidor es la 
comunicación pública del incumplimiento. Es una sanción muy grave y habría que analizar muy bien en qué 
casos se aplica; hay que regularla con mucha precisión o, mejor, hacer que directamente no exista, porque 
puede acarrear muchísimas consecuencias negativas para el sujeto incumplidor; a pesar de que claramente lo 
lleva a cumplir, también es una sanción que debería ser de "ultima ratio" para cualquier sistema de este tipo. 


Continuando con el articulado, el artículo 13 claramente es un estímulo para la presentación de estas 
declaraciones; es correcto. 


El artículo 14 excluye a entidades que emitan títulos de oferta pública. El número de entidades que al día de 
hoy se benefician por este artículo es muy pequeño, porque, en realidad, luego de la nueva ley de mercado de 
valores, este tipo de acciones que cotizan en bolsa son escriturales y, por lo tanto, no son estrictamente 
acciones al portador y hay una entidad registrante que conoce muy bien quién es el titular. 


En cuanto a los plazos, evidentemente, hay una delegación. La historia de las delegaciones en materia 
tributaria es larga y muchas veces se ha cuestionado su legalidad y constitucionalidad, pero en materia de 
plazos parece razonable -si son sensatos- que el Poder Ejecutivo los reglamente. 


En el artículo 16 figura lo que mencionaba al comienzo de mi presentación sobre el estímulo que existe en 
esta norma para transformar a las sociedades con acciones al portador en sociedades con acciones 
nominativas. Con este artículo se pretende dar un "fast track", o una fórmula rápida, para lograr esa 
modificación, pero entiendo que esto puede generar algún reparo en materia comercial, como se mencionaba 
por parte del Instituto de Derecho Comercial. De cualquier manera, dado que la opción política ha sido no 
abolir el sistema de acciones al portador, sino favorecer el tránsito a las acciones nominativas, creo que este 
artículo corresponde, es necesario, y simplemente habrá que ajustarlo para que cumpla efectivamente el fin 
para el que fue incluido. 


En cuanto a los artículos 17 y 18, cabe decir que buscan cumplir también con los requerimientos de la OCDE 
en materia de la reserva que posee el fiduciario en fideicomisos. 


El artículo 19 es especialmente problemático. Ustedes han tenido oportunidad de escuchar distintas 
consideraciones. Allí se establece: "No serán oponibles a la DGI las disposiciones sobre el secreto 
profesional establecidas por remisión al artículo 25 del Decreto-ley N* 15.322"; es la Ley de Intermediación 
Financiera. 


El primer problema de este artículo es la redacción por remisión. Si bien se ha tornado una práctica habitual 
en materia tributaria, legislar por remisión es muy problemático para la garantía de los administrados, o sea, 
de los ciudadanos. 


(Diálogos) 


——- Más allá de la conveniencia o no de este artículo, es importante incluir quiénes son efectivamente las 
entidades que se aprovechen, porque la remisión lo primero que genera es oscuridad en cuanto a quiénes son 
los involucrados. 


Sobre el tema de fondo, aquí hay una opción técnico- política que es respetable, pero que simplemente hay 
que tener en claro. Lo que hace esta norma es excluir del secreto profesional que aprovechan por remisión a 
la regulación del secreto bancario a un número de entidades, y hay que definir claramente con qué alcance. El 
alcance puede ser excluirlo a efectos exclusivamente de divulgar información sobre los titulares de las 
sociedades -lo cual podría generar problemas interpretativos respecto del artículo 4*, porque parecería ser 
superfluo en ese caso- o bien tener un alcance más amplio que, de vuelta, es perfectamente legítimo y puede 
ser una opción política, que es excluir el secreto profesional para todas estas entidades, en general, para la 
DGI. En cualquier caso, la interpretación debería ser clara, pero si al final del día la interpretación que 
primara fuera esta es importante tener en claro que es una opción política distinta a la que se adoptó cuando 
se modificó o flexibilizó el secreto bancario para las instituciones de intermediación financiera. 


No voy a hacer una valoración política al respecto, pero es importante tener en cuenta que, a pesar de que en 
esta ley no se aborda, en el informe elaborado por el Foro de Transparencia Global e Intercambio de 
Información con Fines Fiscales se objeta que nuestro sistema de levantamiento del secreto bancario no 
incluya excepciones para la notificación al sujeto con respecto al cual se levanta el secreto, o sea, el titular de 
la información. Eso lo dice claramente el informe. En este proyecto no se abordó. Creo que es una situación 
compleja dado que la ley de flexibilización del secreto bancario salió a luz a raíz de un consenso político y, 
por lo tanto, esto implicaría volver a sentarse a negociar un aspecto que es clave, porque precisamente lo que 
se introdujo fruto de ese consenso político fueron más garantías para el contribuyente. De manera que la 
OCDE está pidiendo que se reduzcan las garantías para el contribuyente. Y para este caso, lo que tendríamos 
es que este tipo de instituciones no pueden oponer el secreto bancario y, por lo tanto, la DGI podría acceder a 
toda la información que ellas mantienen por expediente administrativo. Sin hacer una valoración política, 
digo que lo único que hay que tener en claro es a qué se refiere este artículo y cuál es la interpretación para 
tomar esa opción política a conciencia. También hay que tener en cuenta lo que acabo de mencionar: ¿qué es 
lo que se reprocha por parte de la OCDE en materia de secreto bancario y también de secreto profesional? Ya 
lo comenté, pero lo vuelvo a mencionar: en materia de secreto profesional, los comentarios actuales del 
organismo consisten en que el secreto profesional solo debe reducirse a instituciones financieras en estos 
términos, o aun en términos menos protectores del contribuyente -sin notificación expresa al contribuyente en 
muchos casos-, y para el resto de los sujetos, casi en una fórmula extremadamente restrictiva, solo para 
abogados, en el marco de un juicio, o sea, para garantizar el derecho de defensa, y no en materia de 
consultoría o asesoría, con lo cual podría llegar a interpretarse que esta opción político- técnica es acorde con 
los requerimientos generales de la OCDE. Lo único que es necesario aclarar la interpretación. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer un comentario, porque me tocó participar en algunas discusiones sobre la 
nueva versión o el aporte que va a hacer el Banco Central -tal como se había comprometido- y que 
espero llegue en el día de hoy. 


Para disipar un poco las dudas sobre el tema que planteaba el doctor Loaiza, la nueva versión se va a referir 
exclusivamente a la información contenida en los artículos 1” y 2” de este proyecto de ley y dejará la 
referencia con respecto al Decreto Ley_N* 15.322, solamente con relación a las leyes de mercado de valores y 
de fondos de inversión, que son las entidades que, a su vez, registran este tipo de operaciones. 


SEÑOR LOAIZA.- Entonces, esas preocupaciones sobre el alcance interpretativo desaparecerían. Lo 
que sí resta es que debemos ver cómo va a tomar el Foro de Transparencia el hecho de que no hayamos 
abordado ese reparo en materia de secreto bancario que les comentaba, que en esta iniciativa no se 
incluye. 


Los artículos 20 y 21 se refieren a los fideicomisos y fondos de inversión y a la comunicación de 
modificaciones con determinados plazos, que no son redacciones que merezcan objeciones ni comentarios. 


Los artículos 22 y 23 refieren a registros contables. Es importante señalar que este requisito sí es una 
exigencia del Foro de Transparencia Global. Al principio muchos comentaron que estas normas parecían 
colgadas o que eran ajenas a la pretensión de pasar la fase 1 del "peer review". Sin embargo, el informe habla 
claramente de la necesidad de conservar registros contables para entidades aun cuando no sean gravadas en el 
país. Entonces, esta es una opción de redacción razonable, pero es bueno tener presente que el fin es también 
cumplir con los requerimientos de la OCDE. Lo que resta es analizar aquello que no se está cumpliendo y 
explicarlo bien en el informe que se presente. 


Eso es lo que tenía que decir respecto del articulado y, para terminar -sin perjuicio de que estoy abierto a 
cualquier consulta que se pueda hacer-, creo que la valoración general debe ser positiva en cuanto a que se 
busca cumplir con las exigencias internacionales que hoy son inexorables, pero con una clara intención de ser 
receptivo al sector privado y a los distintos actores sociales, y también con la clara intención de no dar más 
de aquello que estrictamente se nos pide, considerando que es un mundo dinámico. 


A su vez -ya que es la tarea de los legisladores y la hacen muy bien-, se deben prever los futuros embates de 
los organismos internacionales y en particular de la OCDE. 


Mi comentario final es que los organismos, en particular la OCDE, que ha tomado tanto protagonismo en los 
últimos tiempos, han cumplido el papel de favorecer a nuestros vecinos, que, a través del G 20, han pedido 
que se hicieran efectivas estas presiones. No nos debería preocupar tanto satisfacer a Francia o a Alemania, 
porque creo que ya están satisfechos con los acuerdos que estamos firmando y la redacción de las normas que 
estamos incorporando, pero sí deberíamos prever algunos reclamos futuros de parte de nuestros vecinos, en 
particular de Argentina. Acabamos de firmar un acuerdo de intercambio de información con Argentina que 
sigue el modelo de acuerdo de intercambio de información de la OCDE y que en muchos aspectos es 
beneficioso para Uruguay, pero que tiene una íntima relación con esta iniciativa que estamos comentando. Si 
a Argentina le genera alguna molestia específica que el Uruguay no obligue a registrarse a sociedades 
extranjeras en determinadas ocasiones, es previsible que vuelva a presionar en la OCDE aun cuando tenga un 
acuerdo firmado con nosotros. En ese caso, dependerá mucho de nuestra diplomacia y de la política, pero me 
refiero a que no sería la primera vez que Argentina, aun luego de firmar un acuerdo, presione en algún 
sentido. De hecho, acaba de denunciar el acuerdo que tiene con Suiza, lo hizo antes con Austria y pretende 
renegociar el que firmó con Chile. Es importante que siempre que se analizan estas normas ello se haga en 
conjunto con toda la estrategia tributaria internacional y con una perspectiva de algunos meses o años hacia 
adelante. 


Muchas gracias por su atención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los agradecidos somos nosotros por sus aportes, que serán considerados y 
utilizados. 


Le haremos llegar cualquier nueva consulta y, ante cualquier nueva opinión que tenga, la recibiremos con 
mucho gusto, mientras la Comisión considera el tema. 


(Se retira de Sala el doctor Loaiza) 
——— Creo que deberíamos considerar cómo sigue el régimen de trabajo. 


Tenemos pendiente -aunque no necesariamente debemos hacer lugar- la solicitud de la Cámara de Comercio, 
que no pudo venir hoy. 


SEÑOR ASTLI.- Quiero aclarar que la invitación fue al estudio Sanguinetti- Foderé y el doctor Loaiza 
fue la persona de contacto. Quería dejar constancia de ello en la versión taquigráfica. 


Teniendo en cuenta que todavía no ha llegado el aporte del Banco Central sobre los temas que ya hemos 
dicho, estaría proponiendo que para la próxima reunión y ya con los textos que nos enviaran el Instituto de 
Derecho Comercial, el Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay y el Banco 
Central, estaríamos en condiciones de invitar a las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas, 
fundamentalmente al equipo técnico, para ver la redacción final que se le puede dar al proyecto sobre el cual 
trabajara la Comisión. 


SEÑOR MUJICA.- Nosotros tenemos la intención de empezar a votar en la sesión que viene; por lo 
menos votaríamos el proyecto en general, y si se pudiera votar el articulado, mejor. Estoy abierto a que 
concurra la Cámara de Comercio y el Ministerio, pero el planteo formal que haría sería a la oposición, 
para que lo tenga previsto. Nuestra intención es votar en la sesión que viene el proyecto y avanzar lo 
más que se pueda. Quizá no se pueda terminar de votar en esa sesión, pero sí avanzar en el articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia entiende que para votar hay que tener un texto. Nosotros 
tenemos sugerencias de cambio del Banco Central, del doctor Fallet, de la Asociación de Bancos e, 
incluso, tenemos documentos del Colegio de Contadores, del Instituto de Derecho Comercial; a su vez, 
van a ingresar sugerencias de cambio del propio Banco Central. Por lo tanto, tenemos que tener un 
texto. Yo me avengo a cualquiera de los sistemas y estoy dispuesto a comenzar la semana que viene, 
pero hay que tener un texto sobre la mesa. 


Sugiero definir un método de trabajo para considerar un proyecto que es realmente complejo. 


SEÑOR ASTLI.- Aclaro que tengo la misma intención de que el día miércoles comience la votación. La 
sugerencia que hará llegar el Banco Central está acordada con el Ministerio de Economía y Finanzas y 
será sobre la cual la bancada de Gobierno trabajará como texto alternativo para discutir en Comisión, 
más allá de los aportes que hayan hecho otros organismos. Este será un buen material para que el 
próximo miércoles avancemos sobre el tema. Comparto lo señalado por el señor Diputado Mujica 
respecto a la necesidad de cumplir con determinados plazos dentro de este primer semestre. 


SEÑOR MUJICA.- No tenemos intención de discutir o de votar sin un texto definitivo. Para precisar 
más la inquietud política que tenemos, digo que queremos sacarlo de Cámara antes de que terminen 
las sesiones ordinarias de este mes, lo cual implica un tiempo para informarlo y ponerlo en el orden del 
día. La intención política de la bancada de Gobierno es que se termine votando en el pleno de la 
Cámara dentro de las sesiones ordinarias, lo cual nos da determinado tiempo para la votación en 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que se cumpla ese objetivo, el miércoles que viene tenemos que 
terminar. Advierto que hay algunos inconvenientes para realizar sesiones extraordinarias ya que hay 
alguna sesión de Asamblea General prevista, probables interpelaciones y demás. El proyecto se ha 
complicado, porque han venido una cantidad de cambios, inclusive del Poder Ejecutivo. Si el Poder 
Ejecutivo hubiera hecho en sus tiempos lo que debió hacer esta Comisión podría darle un tratamiento 
más rápido. 


Podemos enviar la versión taquigráfica de esta sesión a la Cámara de Comercio ya que contemplan algunas 
de sus observaciones e, inclusive, si llegaran a tiempo, las que nos va a mandar el Banco Central; y sugerirle 
que si hubiera otras de su parte las hagan por escrito. 


Digo que para tratar un texto nuevo que ha sido acordado entre algunos integrantes de la bancada de 
Gobierno, el Banco Central y el Poder Ejecutivo, nosotros también queremos consultar a nuestras fuerzas 
políticas. No podemos conocerlo y votarlo inmediatamente. 


SEÑOR ABDALA.- Me parece que todos los sectores parlamentarios -sin el ánimo de dilatar las cosas-, 
frente a un proyecto que se va a reformular en sus aspectos sustanciales, tenemos que conocer sobre 
qué bases estamos trabajando. 


Desconocemos lo que va a mandar el Banco Central, y lo que mande estará referido a algunos aspectos del 
proyecto; no sabemos si la bancada de Gobierno se va a limitar a modificarlos o, eventualmente, va a recoger 
otros planteamientos de otros actores que comparecieron en la Comisión y formularon objeciones. Se supone 
que vamos hacia una etapa de rearmado del proyecto y, obviamente, necesitamos un tiempo para analizar la 
propuesta hacia adentro de nuestro propio Partido y, eventualmente, sugerir modificaciones o propuestas a 
efectos de enriquecerlo, pues tiene una serie de carencias muy importantes. 


SEÑOR MUJICA.- Descartamos que haya intención de dilatar. Entiendo cuál es la situación. Acá vino 
un proyecto, han surgido muchas objeciones, se le han hecho modificaciones, y el problema es que los 
plazos no solo son con el Poder Ejecutivo, sino que son demandas que vienen del Foro de 
Transparencia mencionado, al que pertenecemos como país. Eso es lo que motiva la autoexigencia de la 
bancada. 


Estamos dispuestos a favorecer reuniones extraordinarias; inclusive si no hubiera más remedio, pensar en una 
sesión extraordinaria de la Cámara para votarlo antes de fin de mes. 


Proponemos empezar a votar el miércoles que viene y si se quiere hacer alguna extraordinaria antes o 
después, lo podríamos hacer. 


Otra propuesta sería trabajar el día miércoles hasta el comienzo de la sesión ordinaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se estaría retirando la propuesta en el sentido de que el Poder 
Ejecutivo compareciera nuevamente. 


(Diálogos) 


——— Quedan planteadas las distintas visiones, no tenemos número para votar nada, y, por tanto, lo 
seguiremos discutiendo en la próxima sesión de la Comisión. Tampoco están presentes representantes de los 
otros dos Partidos que forman parte de esta Comisión para dar su opinión. Lo que sí creo que hay acuerdo en 
la Comisión de que le transmitamos a la Cámara de Comercio que haga sus observaciones por escrito sobre la 
base de las versiones taquigráficas y el documento que nos mande el Banco Central. A partir de eso, si tiene 
algún agregado para hacer, que lo remita por escrito a la Comisión. 


SEÑOR ASTI.- El documento que va a enviar el Banco Central es un articulado completo, no van a ser 
modificaciones. Esto facilitará el tratamiento del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


